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MINISTERIO
DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS

8778 RESOLUCIÓN de 2 de abril de 2003, de la Subsecretaría,
por la que se aprueba la Carta de Servicios de la Sub-
delegación del Gobierno en Alicante.

Visto el proyecto de Carta de Servicios elaborado por la Subdelegación

del Gobierno en Alicante, y de acuerdo con el informe favorable de la

Secretaría de Estado para la Administración Pública,

Esta Subsecretaría, en uso de la competencia que le asigna el artícu-

lo 6.1 del Real Decreto 1259/1999, de 16 de julio, por el que se regulan

las cartas de servicios y los premios a la calidad en la Administración

General del Estado, ha resuelto aprobar la Carta de Servicios de la Sub-

delegación del Gobierno en Alicante, que entrará en vigor el día siguiente

al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

El texto impreso de la Carta de Servicios de la Subdelegación del Gobier-

no en Alicante estará disponible en la Subdelegación del Gobierno en Ali-

cante y en el Centro de Información Administrativa del Ministerio de Admi-

nistraciones Públicas. Asimismo, podrá accederse a la Carta de Servicios

a través de las siguientes direcciones de Internet www.administracion.es

o www.igsap.map.es/Cia.

Madrid, 2 de abril de 2003.—El Subsecretario, Marino Díaz Guerra.

8779 ORDEN APU/1014/2003, de 25 de abril, por la que se crea
el Grupo de Expertos para el Estudio de las Principales
Líneas de Reforma de las Administraciones Públicas.

La Administración española ha estado marcada en los últimos años

por una serie de realidades que han determinado su profunda transfor-

mación, más intensa incluso que la experimentada por las Administra-

ciones Públicas de otros países de su entorno geográfico y político.

En primer lugar, debe tenerse en cuenta que España ha experimentado

en los dos últimos decenios un proceso de descentralización administrativa

sin precedentes, pasando de ser un Estado fuertemente centralizado a

convertirse en uno de los Estados más descentralizados. De igual manera,

ha aumentado nuestra presencia internacional con la integración en la

Unión Europea y la participación en Organismos Internacionales.

En segundo lugar, se ha producido también una evolución de las expec-

tativas del usuario de los servicios administrativos. Si inicialmente la sola

prestación del servicio ya legitimaba la actuación del Estado, actualmente

esto resulta notoriamente insuficiente, y el ciudadano demanda además

que el servicio sea de calidad y se preste con eficacia.

En tercer lugar, la progresiva introducción de las tecnologías de la

información y las comunicaciones en la Administración ha transformado

los modos de trabajo de sus empleados y especialmente las relaciones

de la Administración con los ciudadanos, lo que está exigiendo la completa

informatización del trabajo administrativo, la plena utilización de las nue-

vas tecnologías en los servicios públicos, continuar los avances en las

telecomunicaciones, la extensión en el uso de Internet y promover el pleno

acceso a la sociedad del conocimiento.

En cuarto lugar, las transformaciones sociales del país han modificado

la importancia de algunas políticas públicas, lo que implica la necesidad

de reforzar la actuación administrativa en nuevas áreas de acción pública

que responden a necesidades recientemente detectadas.

Por todo ello, se hace necesario impulsar la reforma global de las Admi-

nistraciones Públicas, teniendo en cuenta como uno de sus elementos cen-

trales la adaptación de la Función Pública a los retos expuestos.

Para impulsar esta Reforma, el Ministerio de Administraciones públicas

considera necesario constituir un Grupo de Expertos de reconocido pres-

tigio y experiencia en el ámbito de la Administración, que de forma inde-

pendiente elabore un diagnóstico de la situación actual y proponga las

principales líneas de Reforma de las Administraciones Públicas.

El informe, con las conclusiones y recomendaciones del Grupo de Tra-

bajo, constituirá un elemento central del proceso de reflexión que se ha

puesto en marcha y facilitará asimismo el trabajo a abordar desde otras

instituciones, en particular en sede parlamentaria, a cuyo efecto está pre-

vista su remisión por el Ministro a la Comisión del Régimen de Admi-

nistraciones Públicas del Congreso de los Diputados.

El artículo 1, apartado primero, del Real Decreto 1372/2000, de 19

de julio, por el que se modifica y desarrolla la estructura orgánica básica

del Ministerio de Administraciones Públicas, dispone que corresponde a

dicho Departamento la preparación y ejecución de la política del Gobierno

en materia de organización administrativa, régimen jurídico y retributivo

de la Función Pública, procedimientos e inspección de servicios; las rela-

ciones con las Comunidades Autónomas y las entidades que integran la

Administración local, así como la cooperación con las mismas, la coor-

dinación de la Administración General del Estado en todo el territorio

nacional, sin perjuicio de las competencias de los demás Ministerios en

relación con los servicios periféricos de éstos, y el desempeño de las res-

tantes atribuciones legalmente encomendadas.

Por tanto, en el ejercicio de sus competencias, el Ministerio de Admi-

nistraciones Públicas procede a la constitución de este Grupo de Expertos,

que proporcionará un elemento de juicio a tener en cuenta de cara a

proceder a una reforma global y profunda de las Administraciones Públicas.

En su virtud, y en uso de las facultades atribuidas por los artículos

12 y 40 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento

de la Administración General del Estado, dispongo:

Primero. Creación.—Se constituye el Grupo de Expertos para el Estu-

dio de las Principales Líneas de Reforma de las Administraciones Públicas,

como grupo de trabajo de los regulados en el artículo 40, apartado tercero,

de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de

la Administración General del Estado.

Segundo. Funciones.—El Grupo de Expertos para el Estudio de las

Principales Líneas de Reforma de las Administraciones Públicas tendrá

como cometido la elaboración de un informe, en el plazo de cuatro meses

desde su constitución, que será elevado al Ministro de Administraciones

Públicas, para su posterior remisión a la Comisión de Régimen de las

Administraciones Públicas del Congreso de los Diputados, en el que se

pongan de manifiesto los principales aspectos requeridos de reforma y

líneas de actuación en la estructura y funcionamiento de las Adminis-

traciones Públicas.

Tercero. Estructura y composición.—El Grupo de Expertos para el

Estudio de las Principales Líneas de Reforma de las Administraciones

Públicas estará compuesto por el Presidente y los Vocales que a conti-

nuación se designan.

Presidente: D. Fernando Sainz Moreno.

Vocales:

D. Antoni Bayona Rocamora.

D. Germán Fernández Farreres.

D. Juan Junquera González.

D. Juan José Lavilla Rubira.

D. Joan Prats Catalá.

D. Manuel Rebollo Puig.

D. Miguel Sánchez Morón.

D. Juan Alfonso Santamaría Pastor.

D. Santiago Segarra Tormo.

D. Francisco Javier Velázquez López.

Tendrán asimismo la condición de Vocales los Directores Generales

de la Secretaría de Estado para la Administración Pública:

D. Amador Elena Córdoba, Director General de Inspección, Simpli-

ficación y Calidad de los Servicios.

D.a Carmen Román Riechmann, Directora General de la Función Pública.

D.a Reyes Zataraín del Valle, Directora General de Organización Admi-

nistrativa.

El Grupo de Expertos contará con un Secretario, que será designado

por el Secretario de Estado para la Administración Pública entre los fun-

cionarios de dicha Secretaría de Estado que tengan rango de Subdirector

General o asimilado.

Cuarto. Funcionamiento.—Para el cumplimiento de sus cometidos,

el Presidente del Grupo de Expertos para el Estudio de las Principales

Líneas de Reforma de las Administraciones Públicas establecerá el calen-

dario de sesiones, el método de trabajo y, en general, decidirá sobre todas

aquellas cuestiones que considere necesario, con el fin de garantizar el

adecuado funcionamiento del Grupo de Expertos.

El Grupo de Expertos para el Estudio de las Principales Líneas de

Reforma de las Administraciones Públicas podrá reunirse cuantas veces

considere oportuno su Presidente y podrá mantener reuniones con auto-

ridades, funcionarios, otros expertos e interlocutores sociales, así como

invitarles a colaborar en los trabajos del mismo.
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Quinto. Infraestructura y medios.—El Instituto Nacional de Admi-

nistración Pública, Organismo autónomo adscrito a la Secretaría de Estado

para la Administración Pública, será el encargado de proveer de los medios

materiales y personales requeridos por el Grupo de Expertos para el Estu-

dio de las Principales Líneas de Reforma de las Administraciones Públicas.

Los miembros del Grupo de Expertos para el Estudio de las Principales

Líneas de Reforma de las Administraciones Públicas percibirán las indem-

nizaciones que les correspondan, de acuerdo con lo establecido en el Real

Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del

servicio.

Sexto. Entrada en vigor.—La presente Orden entrará en vigor a partir

del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 25 de abril de 2003.

ARENAS BOCANEGRA

8780 ORDEN APU/1015/2003, de 27 de marzo, aprobando el expe-
diente de deslinde entre los términos municipales de Can-
gas del Narcea (Asturias) y Villablino (León).

Examinado el expediente de deslinde entre los términos municipales

de Cangas del Narcea (Asturias) y Villablino (León)

Este Ministerio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50.3

de la Ley 7/1 985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen

Local y en el artículo 3.12 del Real Decreto 3426/2000, de 15 de diciembre,

por el que se regula el procedimiento de deslinde de términos municipales

pertenecientes a distintas Comunidades Autónomas, ha resuelto aprobar

la siguiente Resolución.

I. Antecedentes

Primero.—Con fechas 9 y 10 de mayo de 2002, se reciben en la Dirección

General para la Administración Local actas de desacuerdo en las ope-

raciones de deslinde efectuadas con fecha 6 de mayo anterior, corres-

pondientes a los Ayuntamientos de Cangas del Narcea (Asturias) y Villa-

blino (León), respectivamente, a las que acompañan la documentación

que estiman conveniente para justificar su propuesta. En concreto, el Ayun-

tamiento de Cangas del Narcea aporta una serie de fotocopias de acuerdos

del Pleno del Ayuntamiento, citaciones y oficios, que no tienen que ver

con el fondo del asunto, sino con la tramitación administrativa, un informe

elaborado por el Principado de Asturias, el deslinde del Monte de Utilidad

Pública de Asturias n.o 153, fotocopias de dos sentencias y los informes

periciales que se aportaron a los procedimientos judiciales de dichas sen-

tencias. Por su parte, el Ayuntamiento de Villablino acompaña su acta

con dos actas de deslinde de los años 1928 y 1946, varios planos y mapas

editados por el Instituto Geográfico Nacional, el Servicio Geográfico del

Ejército y el Principado de Asturias, así como una documentación admi-

nistrativa.

Segundo.—Con fecha 18 de junio de 2002 se cita a todos los integrantes

de ambas comisiones de deslinde para que, en compañía del ingeniero

designado por el Instituto Geográfico Nacional, efectúen las operaciones

de deslinde el día 10 de julio de 2002.

Tercero.—Con fecha 15 de julio de 2002, se reciben las actas de dis-

conformidad de las comisiones de los dos Ayuntamientos y del ingeniero

del Instituto Geográfico Nacional, de las actuaciones de deslinde del día 10

de julio de 2002.

Cuarto.—Remitido el expediente al Instituto Geográfico Nacional se reci-

be, con fecha 6 de noviembre de 2002, el Informe-Propuesta de dicho Ins-

tituto, del que se da traslado a todas las partes, con fecha 12 de noviembre

de 2002, para que, en trámite de audiencia y previo a la elaboración de

la Propuesta de Resolución de esta Dirección General, manifestaran lo

que estimaran conveniente a sus derechos, habiéndolo hecho el Ayun-

tamiento de Villablino y la Junta de Castilla y León, el día 19, y el Principado

de Asturias, con dos escritos de los días 25 y 28 y el Ayuntamiento de

Cangas del Narcea por escrito del día 2 de diciembre, recibido el día 10.

II. Consideraciones jurídicas

Primera.—Del examen de la documentación aportada por las partes

se deducen una serie de actuaciones de deslinde entre ambos términos

municipales tales como las efectuadas por el Instituto Geográfico y Catas-

tral de 3 de octubre de 1928, del Servicio Geográfico del Ejército de 5

de julio de 1946 y del deslinde del Monte de Utilidad Pública 153 de Astu-

rias, efectuados todos ellos con acuerdo entre las partes.

Segunda.—Con motivo de la construcción de un telesilla en la estación

de esquí de Leitariegos, cuyas instalaciones se encuentran situadas en

el término municipal de Villablino, el Ayuntamiento de Cangas del Narcea

paraliza las obras de las nuevas instalaciones, por entender que se están

construyendo dentro de su término municipal. El Ayuntamiento de Villa-

blino recurre tanto en vía administrativa, como contencioso-administrativa,

resolviéndose en todas las instancias a favor de la tesis de Cangas del

Narcea. Se advierte que tanto la sentencia del Tribunal Superior de Astu-

rias, de 27 de julio de 1989, como la del Tribunal Supremo, de 18 de

diciembre de 1991, lo que pretenden es resolver un conflicto de compe-

tencias entre los dos ayuntamientos, pero no establecer la línea límite

entre ambos territorios. Para ello, y en base a los dictámenes de tres

de los cuatro peritos que comparecen en el procedimiento, fallan en el

sentido de considerar que las obras del nuevo telesilla se están realizando

dentro del territorio de Cangas del Narcea.

Tercera.—La parte de la línea límite que se cuestiona es la ubicación

de los mojones 8 al 12. Ya en las actuaciones de campo hubo acuerdo

con respecto a los mojones 11 y 12, proponiendo el Instituto Geográfico

Nacional que el mojón 8 se ubicara en el Alto de la Ferradura, lugar en

el que toda la cartografía aportada coincide en señalar como un hito de

la línea límite, y los mojones 9 y 10 en las estaciones a88 y a90, res-

pectivamente, del cuaderno de campo del deslinde de 1946 del Servicio

Geográfico del Ejército. Dicha línea sería coincidente con la propuesta

del Ayuntamiento de Cangas del Narcea entre los mojones 10 al 12. El

Ayuntamiento de Villablino y la Comunidad Autónoma de Castilla y León,

han prestado su conformidad a la totalidad de la línea propuesta por

el citado Instituto. Así pues sólo los mojones 8 y 9 son rechazados por

la representación de Cangas del Narcea. Dado que la totalidad de los docu-

mentos identifican en el mismo punto el mojón 8, en el Alto de la Ferradura,

queda tan sólo calibrar si es acertada la ubicación del mojón 9.

Cuarta.—Ya se ha indicado que el Informe Propuesta del Instituto Geo-

gráfico Nacional, para establecer la ubicación de los mojones 9 y 10, utiliza

la información del cuaderno de campo del deslinde de 1946 y sitúa los

mojones en las estaciones a88 y a90, punto, este último que también es

aceptado por la representación de Cangas del Narcea, rechazando que

en el punto a88 se sitúe el mojón 9. En su escrito de alegaciones de 25

de noviembre de 2002, el Principado de Asturias afirma que la ubicación

del mojón 9 debe hacerse a 18 metros al sur de la Fuente del Ojo, pero

dicha fuente no es un punto sino una zona donde el agua surge. Sin embargo,

no parece adecuado, a juicio de esta Dirección General, que se acepten

los mojones 10, 11 y 12 en base al cuaderno de campo de 1946 y se rechace

el 9 afirmando que con los medios de entonces, las lecturas son imprecisas.

Quinta.—Con respecto a la ubicación del mojón 8, se argumenta en

el informe del Principado de Asturias, que podría ser cualquier otro pico

de la cuerda en la que se encuentra, e identifica un mojón deteriorado

situado al suroeste. Ya se ha indicado que toda la cartografía obrante

en el expediente sitúa la línea divisoria sobre un mismo punto del Alto

de la Ferradura, en la cota 1906, mientras que la propuesta de Cangas

del Narcea lo sitúa en un punto que se encuentra en la cota 1860, en

mitad de una ladera y no en un pico de la cuerda.

En su virtud:

Vistos los artículos pertinentes de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regu-

ladora de las Bases del Régimen Local, de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-

bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-

dimiento Administrativo Común, del Real Decreto 3426/2000, de 15 de

diciembre, por el que se regula el procedimiento de deslinde de términos

municipales pertenecientes a distintas Comunidades Autónomas y demás

disposiciones de general aplicación, y de acuerdo con el Consejo de Estado,

he resuelto:

Aprobar el deslinde entre los términos municipales de Cangas del Nar-

cea (Asturias) y Villablino (León) fijando como límites de los mismos la

línea propuesta por el Instituto Geográfico Nacional y que figura señalada

en rojo en el ortofotomapa obrante en el Informe-Propuesta de dicho Ins-

tituto, de fecha 18 de octubre de 2002, situándose en los puntos que se

indican en dicha línea los mojones Alto de la Ferradura (mojón 8), Fuente

del Ojo (mojón 9), Carretera al Puerto (mojón 10), Fuente de la Llana

(Mojón 11) y Miro Negro (mojón 12).

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrán

los interesados interponer recurso contencioso-administrativo, ante la Sala

de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el plazo

de dos meses a contar desde el día siguiente al de su publicación en el

Boletín Oficial del Estado, sin perjuicio de cualquier otro recurso que

estimaran pertinente.

Madrid, 27 de marzo de 2003.

ARENAS BOCANEGRA


